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Presentación 
La Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Michoacán de Ocampo, tiene 
la obligación constitucional de protección de los Derechos Humanos que otorga 
el orden jurídico de los Estados Unidos Mexicanos1. 

De acuerdo a la Ley de este organismo constitucional autónomo, se tiene como 
finalidad la defensa, protección, estudio, investigación, vigilancia, promoción y 
divulgación de los Derechos Humanos2; una de las vertientes para lograr dichos 
objetivos, es a través de la investigación y posterior elaboración de informes 
especiales temáticos o regionales3. 

La Agenda 2030 de la Organización de las Naciones Unidas, contiene diecisiete 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), mismos que han servido como 
fundamento a las 13 agendas de derechos humanos generadas en esta comisión 
y plasmadas en el Plan Estratégico de Desarrollo Institucional de la Comisión 
Estatal de los Derechos Humanos4. 

El presente informe tiene como objetivo evaluar el cumplimiento de los 
derechos de las niñas, niños y adolescentes con relación al derecho a ser 
efectivamente escuchados en los procesos jurisdiccionales en el estado de 
Michoacán de Ocampo; y su importancia radica en que un tercio de la población 
de nuestro país es menor de edad, por esta y otras razones el resguardo de sus 
derechos se identifica como prioritario.  

Como principal hallazgo se encontró que, aunque existe un cuerpo normativo 
en la materia, su implementación no se ha concretado. Por lo que en la práctica, 
no basta con esta existencia, si no que es necesario comprender la problemática 
desde un enfoque que tome en cuenta los principios rectores de la Convención 

 
1 Ar�culo 101 de la Cons�tución Polí�ca del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo. 
2 Según lo establecido en el Ar�culo 2 de la Ley de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Michoacán 
de Ocampo. 
3 De conformidad con lo dispuesto por los ar�culos 13 y 27 de la Ley de la Comisión Estatal de los Derechos 
Humanos de Michoacán de Ocampo en relación con el precepto legal 41 de su Reglamento. 
4 Documento disponible en la página:  
htps://cedhmichoacan.org/images/PDF/Norma�vidadCEDH/Plan_Estrategico_Ins�tucional_2021-
2025_CEDH_2_1.pdf  



 

de los Derechos del Niño: La no discriminación; la adhesión al interés superior 
del niño; el derecho a la vida, la supervivencia y desarrollo; y el derecho la 
participación.5 

Para lograrlo, es necesaria la participación de las infancias y adolescencias en 
los procesos judiciales en los que por algún motivo son parte, evitando a toda 
costa la cultura del adultocentrismo que persiste en las instituciones. Sirva este 
informe como punto de referencia para futuras comparaciones y análisis sobre 
la evolución de esta problemática en el estado de Michoacán de Ocampo y 
contribuya a la mejora de políticas públicas y prácticas institucionales en favor 
de las infancias y adolescencias michoacanas. 

 
 
 
 
 

Marco Antonio Tinoco Álvarez 
Presidente de la Comisión Estatal de los 

Derechos Humanos de Michoacán de Ocampo 

 
5 UNICEF. Derechos bajo la Convención de los Derechos del Niño. htps://www.unicef.org/es/convencion-
derechos-nino/texto-convencion  
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RESUMEN EJECUTIVO 

La tutela de los derechos de las infancias y adolescencias como víctimas u 
ofendidos en materia penal en Michoacán se refiere a la protección integral y 
efectiva de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes (NNA) que 
han sido afectados por algún delito, durante todas las etapas del proceso penal 
que transcurren desde la denuncia hasta la reparación del daño, de acuerdo 
con la legislación nacional, estatal y los tratados internacionales. 

La Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Michoacán es un organismo 
público autónomo, cuyo objetivo principal es la protección, promoción y 
defensa de los derechos humanos en el estado. En el marco de sus atribuciones, 
y con especial atención a la niñez y adolescencia en situación de vulnerabilidad, 
ha fortalecido su actuación en torno a la garantía de la tutela efectiva de los 
derechos de niñas, niños y adolescentes (NNA) que se presentan como víctimas 
u ofendidos en procesos penales. 

Entre sus funciones destacadas se encuentra la supervisión, a través de la cual 
se vigilan las condiciones físicas, psicológicas y jurídicas de niñas, niños y 
adolescentes que se encuentran bajo resguardo institucional, detención 
preventiva o cualquier otra forma de privación de libertad, asegurando que se 
respetan los principios de legalidad, interés superior de la niñez y no 
revictimización. Asimismo, en el ámbito de la investigación, esta comisión 
tramita quejas derivadas de presuntas violaciones a los derechos humanos 
cometidas por autoridades en perjuicio de infancias y adolescencias, ya sea por 
omisión, negligencia o actos directos que afecten su integridad. 

Como resultado de estos procedimientos, la Comisión puede emitir 
recomendaciones dirigidas a autoridades responsables, con el fin de corregir 
prácticas institucionales, mejorar protocolos de actuación y establecer medidas 
de reparación del daño, particularmente cuando se advierte afectación a alguna 
niña, niño o adolescente, involucrados en procesos penales. Estas acciones 
buscan consolidar un enfoque de derechos en las actuaciones de las instancias 
del sistema de justicia penal, promoviendo una atención integral y diferenciada 
a las infancias y adolescencias en Michoacán. 

  



 

Capítulo 1 
Aspectos Generales sobre Niñas, niños y Adolescentes y acceso a la justicia 

1.1 Interés superior de las Niñas, niños y Adolescentes 

El interés superior de las niñas, niños y adolescentes es una institución jurídica 
cuya finalidad es el bienestar en el plano físico, psíquico y social de este sector 
de la población, por lo que impone a las instituciones tanto públicas como 
privadas, incluyendo a las personas que forman parte de las mismas, la 
obligación de observar tales circunstancias al momento de decidir sobre su 
actuación; de tal manera que dicho interés, se encuentra por encima de 
cualquier otro interés, entre ellos, el de los padres o cualquier otra autoridad6. 

Es decir, cualquier decisión, acción u omisión que se lleve a cabo por las 
autoridades, en este caso, las educativas, entre las que se incluye directivos, 
docentes y demás personal de las escuelas; deberá siempre tomarse en 
consideración el interés superior de las niñas, niños y adolescentes para lograr 
su bienestar tanto físico, como psicológico y social7. En este caso, en específico 
cuando se trata lo relativo al acceso, permanencia y participación en los 
planteles educativos, los cuales constituyen un espacio fundamental para el 
desarrollo de este sector de la población. Lo anterior, se complementa con el 

contenido del artículo 4º párrafo noveno de la Constitución Política de los 

 
6 Para profundizar en la materia, puede ser consultado el Precedente de la jurisprudencia de rubro 
INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑOS. TRATÁNDOSE DE LA ADOPCIÓN POR MATRIMONIOS ENTRE 
PERSONAS DEL MISMO SEXO con datos de consulta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Registro digital: 161284, Instancia: Pleno, Novena Época, Materias(s): Constitucional, Civil, Tesis: P./J. 
13/2011, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIV, agosto de 2011, 
página 872, Tipo: Jurisprudencia que deriva de la ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. LA 
INCLUSIÓN DEL ARTÍCULO 391 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL EN EL 
DECRETO DE REFORMA A DICHO ORDENAMIENTO, PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DE LA 
ENTIDAD EL 29 DE DICIEMBRE DE 2009, ASÍ COMO SU VINCULACIÓN CON UN PRECEPTO QUE 
FUE MODIFICADO EN SU TEXTO, CONSTITUYE UN NUEVO ACTO LEGISLATIVO SUSCEPTIBLE 
DE IMPUGNARSE EN AQUELLA VÍA, disponible en Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro 
digital: 22553, Asunto: ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 2/2010, Novena Época, Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXII, diciembre de 2010, página 991, 
Instancia: Pleno 
7 Para mayor información, consultar la Jurisprudencia de rubro INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. 
SU CONCEPTO, con los siguientes datos de localización: Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Registro digital: 159897, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Civil, 
Tesis: 1a./J. 25/2012 (9a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XV, 
diciembre de 2012, Tomo 1, página 334, Tipo: Jurisprudencia. 



 

Estados Unidos Mexicanos8, en el que se dispone que el Estado en todas sus 
decisiones y actuaciones, debe velar y cumplir con el principio del interés 
superior de la niñez, de tal forma que garantice de manera plena sus derechos 
para la satisfacción de sus necesidades. 

1.2 Consideraciones preliminares en materia de derechos humanos de 
niñas, niños y adolescentes en procedimientos jurisdiccionales 

La Opinión Consultiva OC 17/2002, de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, sobre la Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño9, 
contempla la obligación del Estado de reconocer y respetar los derechos y 
libertades de la persona humana, así como proteger y asegurar su ejercicio a 
través de sus garantías. 

1.3 Situación en casos de violencia sexual contra niñas, niños y 
adolescentes 

En casos de violencia sexual, el Estado deberá, una vez conocidos los hechos, 
brindar asistencia inmediata y profesional, tanto médica como psicológica y/o 
psiquiátrica, a cargo de un profesional específicamente capacitado en la 
atención de víctimas de este tipo de delitos y con perspectiva de género y 
niñez, cuyo acompañamiento deberá mantenerse durante el proceso penal, 
procurando que sea el mismo profesional que atienda a la niña, niño o 
adolescente, con la finalidad de brindar a la víctima el apoyo y los servicios 
necesarios, conforme a sus vivencias y entendimientos, así como a las 
vulneraciones sufridas10. 

 
8 Artículo 4o. (...) En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio 
del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas 
tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano 
esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento 
y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez. 
9 Comité de los Derechos del Niño, Observación General número 12, El derecho del niño a ser 
escuchado, 12 de junio de 2009, párr. 92, disponible en: 
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2011/7532.pdf  
10 Ídem. 



 

Por ello, se entiende como necesaria la existencia de servicios y protección 
específicos para las víctimas de determinados delitos, como los referidos a 
agresiones sexuales, en especial, la violación sexual11. 

Esto, en entornos que no sean intimidatorios, hostiles, insensibles o 
inadecuados a la edad de la niña, niño o adolescente y que el personal 
encargado de recibir su relato esté capacitado en la materia, de modo que 
aquel, se sienta respetado y seguro al momento de expresar su opinión en un 
entorno físico, psíquico y emocional adecuado, en el que se le explique la razón 
y utilidad de las diligencias a llevarse a cabo o la naturaleza de los peritajes a 
los cuales se le someterá, con base en12: 

a. Edad;  
b. Grado de madurez y desarrollo; y, 
c. Conforme a su derecho a la información. 

Respetando en todo momento su intimidad y confidencialidad de la 
información, por lo que deberá evitarse la participación de niñas, niños y 
adolescentes en una cantidad excesiva de intervenciones o su exposición al 
público, adoptando las medidas que sean necesarias para evitar su sufrimiento 
durante el proceso y causarle ulteriores daños13. 
  

 
11 Ídem. 
12 Ibidem., p. 128. 
13 Ídem. 



 

Capítulo 2 

Marco conceptual y de referencia sobre las infancias y adolescencias como 
víctimas en los procedimientos penales 

2.1 Maximización/reforzamiento de los derechos de la niña, niño o 
adolescentes. Interés Superior de Infancias 

La obligación del Estado, respecto de la protección de los derechos de niñas, 
niños y adolescentes se configura a través de la salvaguarda de éstos, tanto 
por su condición de seres humanos y su dignidad, como por la situación especial 
en la que se encuentran, debido a su vulnerabilidad, por lo que requieren una 
protección que garantice el ejercicio de sus derechos dentro de la familia, la 
sociedad y con respecto al Estado14. Estas consideraciones que deben 
proyectarse sobre la regulación de los procedimientos judiciales en los que se 
resuelva acerca de los derechos de las niñas, niños y adolescentes15. 

Las niñas, niños o adolescentes que participan en procesos jurisdiccionales 
tienen condiciones diferentes a los adultos, y, por tanto, requieren de medidas 
especiales para su protección, con la finalidad de evitar un perjuicio en su 
contra16. Así, en el caso de infancias en ejercicio de derechos procesales y sus 
correlativas garantías, se deben adoptar ciertas medidas específicas con el 
propósito de que gocen efectivamente de estos17. 

Una de estas medidas, se encuentra en el artículo 12 de la Convención de los 
Derechos del Niño, que establece como obligación de los Estados parte, 
garantizar a la niña o niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio 
el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que lo 
afecten, teniendo en cuenta: 

a. Su edad; y,  
b. Su madurez. 

 
14 Ibidem, párr. 93. 
15 Ibidem., párr. 94 
16 Ibidem, párr. 96. 
17 Ibidem, párr. 98. 



 

Por tal motivo18: 

a. Se dará la oportunidad para que niñas y niños, sean escuchados en todo 
procedimiento judicial o administrativo que les afecte 

b. Que dicha participación, sea manera directa o por medio de un 
representante;  

c. Y en caso de que no sea de esa manera, por un órgano apropiado; y,  
d. En consonancia con las normas del procedimiento contenido en la ley 

nacional. 

Obligación reforzada con las disposiciones contenidas en el artículo 8.1 de la 
Convención Americana sobre los derechos humanos, en donde se consagra el 
derecho a ser oído que ostentan todas las personas en los procesos en los que 
se determinen sus derechos. 

Por otro lado, la Observación General número 12 de 2009 del Comité de los 
Derechos del niño de Naciones Unidas19, resaltó a relación entre el interés 
superior de las niñeces y el derecho a ser escuchado, al afirmar que no es 
posible una aplicación correcta del artículo 3 de la convención de los Derechos 
del niño, si no se respetan los componentes del artículo 12. 

En el caso Atala Riffo y niñas vs. Chile, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos reiteró que niñas y niños ejercen sus derechos de manera progresiva 
a medida que desarrollan un mayor nivel de autonomía personal, por lo tanto, 
el aplicador del derecho debe tomar en consideración las condiciones 
específicas de la niña o niño y su interés superior para acordar su participación, 
según corresponda, en la determinación de sus derechos20. Ponderación en la 

 
18 Artículo 12 de la Convención de los Derechos del Niño. 
19Comité de los Derechos del Niño, Observación General número 12, El derecho del niño a ser 
escuchado, 12 de junio de 2009, disponible en: 
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2011/7532.pdf  
20 Caso Atala Riffo y niñas vs. Chile, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 24 de febrero de 
2012, párr. 198, disponible para consulta en: 
https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_239_esp.pdf  



 

que se procurará el mayor acceso de la niña o niño, en la medida de lo posible, 
al examen de su propio caso21.  

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha referido que el 
derecho de participación de niñas, niños y adolescentes constituye una 
formalidad esencial del procedimiento que pueda afectar sus derechos22. 
Además, ha determinado que el derecho de participación reviste una doble 
finalidad: 

a. Reconoce a niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, en 
específico de su capacidad para ejercer su derecho de acceso a la justicia 
en condiciones de igualdad23; y,  

b. Permite a las personas juzgadoras que se alleguen de todos los 
elementos que necesiten para forjarse convicción respecto a un 
determinado asunto, lo que, a su vez, resulta fundamental para una 
debida tutela del interés superior de la infancia24. 

2.2 Del deber de cuidado en niñas, niños y adolescentes 

Conglomerado que guarda estrecha relación con el denominado deber de 
cuidado0. entendido como la obligación que tienen los Estados de velar por la 

 
21Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-17/2002. Condición Jurídica y 
Derechos Humanos del Niño, 28 de agosto de 2002, párr. 102, disponible para su consulta en el 
siguiente enlace: https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2002/1687.pdf 
22 Sentencias recaídas al Amparo Directo en Revisión 2479/2012; Amparo en Revisión 386/2013; 
Amparo Directo en Revisión 266/2014 y Amparo Directo en Revisión 648/2014 y Amparo Directo en 
Revisión 1072/2014, citados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Óp. Cit., p. 68 
23 Sentencias recaídas al Amparo Directo 30/2008, pp. 7778 y Amparo Directo en Revisión 8577/2019, 
citadas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ÓP. Cit., p. 69. 
24 Sentencias recaídas al Amparo Directo 30/2008, pp. 77-78 y Amparo Directo en 
Revisión 354/2014, p. 41; Amparo Directo en Revisión 2479/2012, 
; Amparo en Revisión 386/2013; Amparo Directo en Revisión 266/2014, Amparo Directo en Revisión 
648/2014, y Amparo Directo en Revisión 1072/2014. La segunda finalidad coincide con lo señalado por 
el Comité en relación con que la escucha no debe considerarse como un fin en sí mismo, sino un medio 
para que el Estado haga que sus interacciones con NNA y las medidas que se adopten a su favor estén 
cada vez más orientadas a la puesta en práctica de sus derechos. Comité de los Derechos del Niño. 
Observación General No. 5, párrafo 12, citado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Óp. Cit., 
p. 69. 



 

protección de la vida e integridad de las personas, por lo que este adquiere una 
posición especial de garante25.  

Esta situación particular, ha sido abordada por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH) a través de la Opinión Consultiva OC-17/2002 en 
relación con el artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, al 
establecer que: “Los Estados Parte se comprometen a asegurar al niño la 
protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en 
cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas 
responsables de él ante la ley”26. 

Con ello se refiere que, en cuanto a la protección de los intereses de la niña o 
niño se debe garantizar la intervención de instituciones debidamente calificadas 
para ello, que dispongan de27: 

a. Personal adecuado que les permita conocer y auxiliar a tomar sus 
decisiones;  

b. Instalaciones suficientes;  
c. Medios idóneos; y,  
d. Experiencia probada en estas tareas. 

Se trata más que de organismos jurisdiccionales, sino que es preciso que estos 
cuenten con todos los elementos necesarios para la salvaguarda del interés del 
niño28. 

 
25 Esta protección se extiende a personas adultas mayores, así como a personas con algún tipo de 
discapacidad, por la condición de vulnerabilidad bajo la que se encuentran. La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, reconoció por primera vez el derecho humano al cuidado, 
especialmente, de las personas con discapacidad, mayores y con enfermedades crónicas, cuando 
determinó que, conforme al texto de la Constitución General, tratados internacionales de los que México 
es parte, así como otros instrumentos de soft law, todas las personas tienen el derecho humano a 
cuidar, a ser cuidadas y al autocuidado, y el Estado tiene un papel prioritario en su protección y garantía. 
Información extraída de Suprema Corte de Justicia de la Nación, Comunicado de Prensa no. 378/2023, 
en relación con la resolución del Amparo Directo 6/2023, Ciudad de México, 18 de octubre de 2023, 
disponible para su consulta en 
https://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comunicados/comunicado.asp?id=7568  
26 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-17/2002 de 28 de agosto de 
2002 solicitada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, disponible para su consulta en 
https://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2002/1687.pdf  
27 Ibidem., p. 58 
28 Ibidem., p. 59 



 

Lo que debe formar parte de la actividad de todas las personas que intervienen 
en el proceso, quienes han de ejercer sus respectivas encomiendas, tomando 
en consideración tanto la naturaleza de estas, como el interés superior de las 
niñeces y adolescencias ante la familia, la sociedad y el propio Estado, en 
particular29. 

Resulta insuficiente con disponer de protecciones y garantías judiciales si los 
operadores del proceso carecen de capacitación suficiente sobre lo que supone 
dicho interés superior y, consecuentemente, sobre la protección efectiva de sus 
derechos30. 

De conformidad al contenido de la Observación General no. 14 sobre el derecho 
del niño a que su interés superior sea una consideración primordial31, los 
Estados deben establecer procesos oficiales, con garantías procesales 
estrictas, concebidos para evaluar y determinar dicho interés en las decisiones 
que le afectan, incluidos mecanismos de evaluación de los resultados32. 

También se contempla que en los casos en los que sea necesario evaluar y 
determinar el interés superior de niñeces, es necesario prestar atención a las 
siguientes garantías y salvaguardias33: 

Tabla 1. Garantías y salvaguardias para evaluar y determinar el interés 
superior de niñeces 

Garantías Descripción 

Derecho de niñeces 
a expresar su 
propia opinión. 

Un elemento fundamental para el proceso es la 
comunicación con los niños, por lo que se debería 
informar a estos sobre el proceso y los posibles 
servicios y soluciones duraderas; reunir información 
proporcionada por los niños y pedirles su opinión. 

 
29 Ídem. 
30 Ídem. 
31 Comité de los Derechos del Niño, Observación General no. 14 sobre el derecho del niño a que su 
interés superior sea una consideración primordial, 2013, disponible para su consulta en: 
https://www.observatoriodelainfancia.es/oia/esp/descargar.aspx?id=3990&tipo=documento  
32 Ibidem., p. 19 
33 Ídem. 



 

Determinación de 
los hechos. 

Los hechos y la información deben obtenerse mediante 
profesionales capacitados que reúnan todos los 
elementos necesarios para la evaluación del interés 
superior del niño; mismos que deben verificarse y 
analizarse previo a ser utilizados en la evaluación de 
dicho interés. 

Percepción del 
tiempo. 

Los procesos de toma de decisiones que se demoran 
tienen efectos adversos en la evolución de los niños, 
por lo que, al momento de tomar una decisión, debe 
corresponder con la percepción del niño de cómo 
puede beneficiarle, y las decisiones deben examinarse 
en intervalos razonables, a medida que el niño se 
desarrolla y evoluciona su capacidad para expresar su 
opinión. 

Profesionales 
cualificados. 

Las necesidades de las niñas y niños deben solo 
pueden ser evaluadas adecuadamente por 
profesionales especializados en cuestiones 
relacionadas con su desarrollo; por ese motivo, el 
proceso de evaluación oficial debe llevarse a cabo en 
un ambiente agradable y seguro por profesionales 
capacitados (psicología infantil, desarrollo del niño y 
otras esferas pertinentes del desarrollo humano y 
social, que hayan trabajado con niños y que examinen 
la información recibida de manera objetiva). Así, en la 
evaluación del interés superior del niño, debería 
participar un equipo multidisciplinario de profesionales. 
También, esta evaluación, debe centrarse en las 
posibles consecuencias de cada posible solución para 
las niñeces, dadas sus características individuales y las 
experiencias anteriores. 

Representación 
letrada. 

Las niñeces o adolescencias necesitarán 
representación letrada adecuada cuando los tribunales 
u órganos equivalentes hayan de evaluar y determinar 



 

su interés superior; sobre todo cuando se les someta a 
un procedimiento judicial o administrativo. 
Además, deben disponer de un curador o 
representante de su opinión cuando pueda haber un 
conflicto entre las partes en la decisión. 

Argumentación 
Jurídica. 

Cualquier decisión sobre niñeces o adolescencias, debe 
estar motivada, justificada y explicada a fin de 
demostrar que se ha respetado su derecho a que el 
interés superior se evalúe- 
En la motivación se debe señalar explícitamente: 

1. Todas las circunstancias de hecho referentes al 
niño;  

2. Los elementos que se han considerado 
pertinentes para la evaluación de su interés 
superior;  

3. El contenido de los elementos en el caso en 
concreto; y,  

4. La manera en que se han ponderado para 
determinar el interés superior del niño. 

Cuando la decisión difiere de la opinión del niño, se 
deberá exponer con claridad la razón por la que se ha 
tomado, y en el caso de que no se atienda el interés 
superior, se deben indicar los motivos que obedecen 
para demostrar que dicho interés fue una consideración 
primordial34, a pesar del resultado. 
No basta con afirmar en términos generales que hubo 
otras consideraciones que prevalecieron frente al 
interés superior del niño, pues se debe detallar en 
forma explícita todas las consideraciones relacionadas 
con el caso en cuestión y explicar los motivos por los 
que tuvieron más peso en el caso en particular. 

 
34 La Observación General número 14, contempla en su párrafo 38 que el derecho del interés superior 
de niñeces debe ser el factor determinante al tomar una decisión relacionada con la adopción, pero 
también con otras cuestiones. 



 

En la fundamentación, también se debe explicar, de 
forma verosímil, el motivo por el que el interés superior 
no era suficientemente importante como para 
imponerse a otras consideraciones. 

Mecanismos para 
examinar o revisar 
decisiones. 

Los Estados deben establecer mecanismos para 
recurrir o revisar las decisiones concernientes a los 
niños cuando alguna parezca no ajustarse al 
procedimiento oportuno de evaluación y determinación 
del interés superior del niño. 
Debe existir siempre la posibilidad de solicitar una 
revisión o recurrir una decisión en el plano nacional. 
Estos mecanismos, deben darse a conocer al niño, que 
ha de tener acceso directo a ellos o por medio de su 
representante jurídico, si se considera que: 

1. Se han incumplido las garantías procesales;  
2. Los hechos no son exactos;  
3. No se ha llevado a cabo adecuadamente la 

evaluación del interés superior del niño; o,  
4. No se ha concedido demasiada importancia a 

consideraciones contrapuestas. 

Evaluación del 
impacto en los 
derechos del niño. 

La evaluación del impacto en los derechos del niño 
puede prever las repercusiones de cualquier proyecto 
de política, legislación, reglamentación, presupuesto o 
cualquier otra decisión administrativa que afecte a las 
niñeces y al disfrute de sus derechos y debería 
complementar el seguimiento y la evaluación 
permanentes del impacto en las medidas del niño. 
Esta evaluación, debe incorporarse a todos los niveles 
y lo antes posible en los procesos gubernamentales de 
formulación de políticas y otras medidas generales para 
garantizar la buena gobernanza en los derechos del 
niño. 
Como mínimo, se deben utilizar la Convención y sus 
Protocolos facultativos como marco, en particular para 



 

garantizar que las evaluaciones se basen en los 
principios generales y tengan especialmente en cuenta 
los efectos diferenciados que tendrán en los niños la 
medida o medidas que se examinen. 
También, podría basarse en las aportaciones de los 
niños, la sociedad civil y los expertos en la materia, así 
como de los organismos públicos correspondientes, las 
investigaciones académicas y las experiencias 
documentadas en el propio país o en otros. Análisis que 
debe culminar en la formulación de recomendaciones 
de modificaciones, alternativas y mejoras y ponerse a 
disposición del público. 

Fuente: Elaboración propia, a partir de la Observación General número 14 (2013) sobre el 
derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial (artículo 3, 
párrafo 1), 2024. 

2.3 Situaciones particulares en afectación a los derechos de niñas, niños y 
adolescentes en materia de violencia sexual 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, se ha referido a la obligación 
que tiene el Estado cuando las investigaciones y proceso penal se dan en el 
marco de un caso de violación sexual cometida en contra de una niña, niño o 
adolescente35. En este sentido, la corte considera que los Estados deben 
adoptar, en el marco del acatamiento del artículo 19 de la Convención 
Americana, medidas particularizadas y especiales en donde la víctima es una 
niña, niño o adolescente, sobre todo ante la ocurrencia de un acto de violencia 
sexual y más aún, en casos de violación sexual36. 

Esto se basa en el hecho de que las niñas, niños y adolescentes se consideran 
más vulnerables a violaciones de derechos humanos, lo que además está 
determinado por distintos factores -edad, condiciones particulares, grado de 
desarrollo y madurez, entre otros-, que se ve enmarcada y potenciada por 
factores de discriminación histórica37. 

 
35 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Cuadernillo de Jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 5. Niñas, niños y adolescentes, San José, p. 124, disponible 
para consulta en: https://www.corteidh.or.cr/sitios/libros/todos/docs/cuadernillo5_2021.pdf  
36 Ibidem., p. 125. 
37 Ídem. 



 

La Corte Interamericana nota que niñas, niños y adolescentes pueden 
enfrentarse a obstáculos y barreras de índole jurídico y económico que 
menoscaban el principio de su autonomía progresiva como sujetos de 
derechos, o que no garantizan una asistencia técnica jurídica que permita hacer 
valer sus derechos e intereses en los procesos que los conciernen, lo que 
contribuye no sólo a la denegación de justicia, sino que resultan discriminatorios 
al no permitir que se ejerza el derecho de acceso a la justicia en condiciones de 
igualdad. 

Situación que se traduce en el deber estatal de organizar el sistema de justicia 
de forma que el actuar de las autoridades conforme a la debida diligencia 
implique la adopción de una serie de medidas y el desarrollo de un proceso 
adaptado a niñas, niños y adolescentes, basados en el reconocimiento de su 
participación en un proceso, que no se da en las mismas condiciones que un 
adulto38. 

2.4 Sistemas de cuidado y apoyo para niñas, niños y adolescentes 

Los Estados tienen el deber de facilitar la posibilidad de que la niña, niño o 
adolescente participe en todas y cada una de las diferentes etapas del proceso; 
en ejercicio de su derecho a ser oído, con las debidas garantías y dentro de un 
plazo razonable por la autoridad competente. Derecho, que debe ser 
interpretado a la luz del artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño a fin de que su participación se ajuste a su condición y no redunde en 
perjuicio de su interés genuino39. 

De esta manera, el acceso a la justicia, no sólo implica los mecanismos 
necesarios para que niñas, niños y adolescentes puedan denunciar, sino que 
incluye la posibilidad de que participen activamente en los procesos judiciales, 
con voz propia y asistencia letrada, en defensa de sus derechos, según la edad 
y grado de madurez, por lo que, para sortear estos obstáculos en el acceso a 
la justicia, la asistencia letrada de un abogado especializado en niñez y 
adolescencia, con facultades de constituirse en calidad de parte procesal, 

 
38 Ídem. 
39 Ibidem, p. 126. 



 

oponerse a medidas judiciales, interponer recursos y realizar todo otro acto 
procesal tendiente a defender sus derechos en el proceso, debe ser gratuita y 
proporcionada por el Estado, independientemente de los recursos económicos 
de sus progenitores y de las opiniones de estos últimos40. 

En este sentido, la actuación estatal, deberá estar encaminada a la protección 
reforzada de los derechos de las niñas, niños o adolescentes a través de la 
actuación multidisciplinaria y coordinada de las agencias estatales de 
protección y apoyo psicosocial, investigación y juzgamiento, entre ellas41: 

a. Ministerio público;  
b. Autoridades judiciales;  
c. Profesionales de la salud;  
d. Servicios sociales y legales; y,  
e. Policía, entre otros. 

Lo que debe ocurrir desde que el Estado conozca la violación de sus derechos 
y de forma ininterrumpida, hasta que estos servicios dejen de ser necesarios, a 
fin de evitar que su participación en el proceso penal les cause nuevos perjuicios 
y traumas adicionales, revictimizándolos42. 

2.5 Consejos Consultivos de Infancias y adolescencias (Ministerios 
Públicos, Jueces Especializados y Asesores Victímales) 

Tomar en cuenta a niñas, niños y adolescentes, ayuda a que las políticas y 
programas mejoren al ser estos los beneficiarios directos, además de brindar 
un mejor enfoque y priorización de las necesidades y la manera en que ejercen 
sus derechos. 

De esta manera, puede visualizarse la diferencia entre tratar a las niñeces y 
adolescencias como objetos de tutela y como sujetos de derechos: 
  

 
40 Ídem. 
41 Ibidem., p. 127. 
42 Ídem. 



 

Tabla 2. Diferencias entre niñeces y adolescencias como objetos de tutela y 
sujetos de derechos 

Niñeces y adolescencias como 
objetos de tutela. 

Niñeces y adolescencias como 
sujetos de derechos. 

En este caso, los adultos deciden 
sobre sus derechos, basados en que 
niñas, niños y adolescentes, son: 

1. Incapaces, no saben o no 
pueden hacerlo;  

2. Personas en proceso de 
desarrollo, inacabados e 
inmaduros;  

3. Pasivos, beneficiarios y 
receptores; y,  

4. Personas que se callan, hacen 
silencio y sólo recibe 
información. 

Concebir a niñas, niños y 
adolescentes como personas sujetas 
de derechos, implica reconocer que: 

1. Tienen capacidades y 
potencialidades;  

2. Son personas que toman 
decisiones sobre lo que les 
afecta;  

3. Viven intensamente cambios 
acelerados en su desarrollo;  

4. Son activos, que aportan, 
proponen y demanda; y,  

5. Opinan, expresan y buscan 
información. 

Fuente: Defensoría Provincial de Niñas, Niños y Adolescentes, Santa Fe, Argentina, 2004, 
citado por Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia, Óp. Cit., p. 4. 

Debido a lo anterior y de la obligación que existe por parte de los Estados para 
abrir espacios para que niñas, niños y adolescentes puedan expresarse, opinar, 
conocer su percepción y dar herramientas para proteger y ejercer sus 
derechos, se han conformado los Consejos Consultivos. 

Estos Consejos Consultivos de Niñas, Niños y Adolescentes, son espacios 
específicos para la participación infantil activa en el marco del gobierno local; 
es un mecanismo para la colaboración activa entre niñeces y adolescencias en 
las políticas públicas43. 

Su objetivo principal es dar cumplimiento efectivo al derecho de participación 
que tiene este sector de la población, para que sus voces, sean tomados en 

 
43 UNICEF, Guía Básica para la creación de consejos de infancia y adolescencia en el ámbito local con 
enfoque de género, UNICEF, Andalucía, 2014, p. 10, disponible para consulta en: 
https://ciudadesamigas.org/wp-content/uploads/2015/09/consejos_enfoque_genero.pdf  



 

cuenta durante el diseño, implementación y evaluación de las políticas y 
programas dirigidas a ellas y ellos, pero también aquellas que les interesen o 
que les puedan afectar de manera indirecta44. 

En este caso, la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia de 
Panamá, estructuró una metodología para la creación y pasos para poner en 
marcha este tipo de consejos, que se conforma de los siguientes pasos45: 

Tabla 3. Pasos para instalar e implementar Consejos Consultivos de niñas, 
niños y adolescentes 

Paso Descripción 

0 

Comprender el proyecto 
y el derecho de 
participación de niñas, 
niños y adolescentes 
(NNA). 

Debe comprenderse por el implementador la 
importancia del proyecto y del ejercicio del 
derecho de participación de niñas, niños y 
adolescentes, para perdurar en el tiempo, sin 
importar cambios de gobierno o personal. 

1 
Identificar a los actores 
involucrados y aliados 
estratégicos. 

Es importante, en estos casos, identificar a 
las personas que están directamente 
relacionadas con este tipo de actividades. En 
el ámbito jurisdiccional pueden ser Jueces 
Especializados, Ministerios Públicos, 
Asesores Victímales, etc. 

2 

Presentar el proyecto a 
las autoridades 
competentes y 
sensibilizar al personal. 

Su objetivo es presentar el proyecto que 
incluyan: 

a. Importancia del reconocimiento del 
derecho de participación de niñas, 
niños y adolescentes; y, 

b. Estrategias para incidir con las 
autoridades. 

3 
Convocatoria y selección 
de niñas, niños y 

Debe ser abierta y pública y garantizar la 
diversidad en inclusión, así como selección 
equitativa entre géneros, incluyendo 

 
44 Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia, Óp. Cit., p. 5 
45 Ibidem, p. 7 



 

adolescentes 
representantes. 

población en situación de vulnerabilidad, 
procurando siempre la protección de datos 
personales. 

4 

Proceso de información, 
sensibilización y 
capacitación con niñas, 
niños y adolescentes 
integrantes del Consejo. 

Debe notificarse la selección a niñas, niños y 
adolescentes por el medio que se considere 
pertinente, haciéndolo del conocimiento a 
padres, madres o tutores, incluyendo: 

a. Objetivos;  
b. Funciones;  
c. Duración; y,  
d. Tipo de actividades. 

Resulta fundamental que niñas, niños y 
adolescentes firmen la notificación en señal 
de aceptación y el permiso de sus padres o 
tutores. 
Deberá integrarse un expediente de cada 
participante con los documentos que se 
consideren necesarios y contar con 
autorización del uso de imagen. 

5 
Realizar la instalación del 
Consejo. 

En este momento niñas, niños y 
adolescentes, ya deben tener claridad sobre 
su participación en el Consejo. 

6 

Llevar a cabo sesiones de 
capacitación con las 
niñas, niños y 
adolescentes. 

niñas, niños y adolescentes deben recibir 
capacitación y formación sobre sus derechos 
y las temáticas de las que se requiere su 
opinión. 

7 

Realizar sesiones con el 
Consejo Consultivo para 
generar propuestas, 
opiniones, etc. 

En dichas sesiones, se generarán propuestas, 
soluciones y se emitirán opiniones sobre los 
asuntos que les interesen o sobre los que se 
quiera conocer su percepción. 
Las sesiones deberán ser adaptadas a la 
edad y desarrollo de niñas, niños y 



 

adolescentes, en espacios de confianza y 
cómodos para ellos. 

8 

Presentar iniciativas, 
peticiones y propuestas 
de niñas, niños y 
adolescentes con 
tomadores de decisiones. 

Deben buscarse espacios de interlocución 
con los tomadores de decisiones para 
impulsar el empoderamiento de niñas, niños 
y adolescentes para garantizar que su 
opinión es tomada en cuenta de manera 
efectiva desde su perspectiva. 

9 
Proceso de devolución 
por parte de los 
tomadores de decisiones. 

Quienes escuchen a niñas, niños y 
adolescentes, deben comprometerse a 
responderles y darles seguimiento para 
informarles de qué manera fue tomada en 
cuenta su opinión o propuesta. 

10 

Proceso de devolución de 
niñas, niños y 
adolescentes del Consejo 
con sus comunidades. 

Niñas, niños y adolescentes, también deben 
rendir cuentas sobre sus acciones a su 
comunidad y que, además, se reciba 
retroalimentación al respecto para garantizar 
que su participación sea representativa de un 
grupo más amplio. 

Fuente: Elaboración propia a partir de la información contenida en Secretaría Nacional de 
Niñez, Adolescencia y Familia, Óp. Cit., pp. 7-12. 

2.6 Adultocentrismo en procesos jurisdiccionales 

A pesar de que en la actualidad se exige el reconocimiento, respeto y 
conciencia de que niñas, niños y adolescentes son titulares de derechos, con 
autonomía propia y con capacidad para tomas sus propias decisiones en temas 
relativos a la resolución de casos en los que estén involucrados46, aún existen 
prácticas arraigadas a un pensamiento con enfoque tutelar o paternalista. 

En dicho enfoque, el Estado y la escuela, aparecieron como figuras cómplices 
para la identificación, separación y formación de la infancia mediante el sistema 

 
46 Suprema Corte de Justicia de la Nación, “Protocolo para juzgar con perspectiva de infancia y 
adolescencia”, SCJN, México, 2021, p. 7-8. Disponible para consulta en el siguiente enlace electrónico: 
https://www.scjn.gob.mx/derechos-humanos/sites/default/files/protocolos/archivos/2022-
02/Protocolo%20para%20juzgar%20con%20perspectiva%20de%20Infancia%20y%20Adolescencia.p
df  



 

educativo47, y comenzó a asumirse la visión de los padres de familia como 
personas obligadas a procurarles cuidado, crianza y cubrir sus necesidades 
elementales48. 

Desde esta perspectiva, las personas adultas, definían cómo, cuándo y ante qué 
circunstancias las infancias requerían de protección y ayuda, lo que permeó en 
la educación, las políticas públicas, la familia y en el ámbito jurídico49. 

Este enfoque tutelar es perceptible desde la tradición jurídica civilista, que ha 
sujetado a niñas, niños y adolescentes a la potestad de las personas adultas50, 
lo que se ha filtrado a las diversas ramas del derecho, propiciando la exclusión 
de la infancia y adolescencia a la titularidad de sus derechos51. 

Este conjunto de actuaciones y pensamientos se engloba en el denominado 
adultocentrismo, que se refiere a un paradigma, un discurso que justifica 
prácticas de exclusión bajo la premisa de que la adultez, tiene valor, visibilidad 
y capacidad de control, mientras que las niñeces y adolescencias, son 
incompletas, considerándolas una etapa de vida en preparación para la 
adultez52. 

También concibe a la persona adulta como el centro de la sociedad y le atribuye 
características de: 

a. Madurez;  
b. Experiencia;  

 
47 Morente Mejías, Felipe, “Visiones de la infancia y la adolescencia: notas para una concepción 
alternativa”, Revista de Sociología de la Educación (RASE), España, Universidad de Jaén, vol. 5, núm. 
2, 2012, p. 241. Disponible en: https://ojs.uv.es/index.php/RASE/article/view/8320/7913, citado por 
Suprema Corte de Justicia de la Nación Óp. Cit., p. 9.   
48 Ibidem., p. 10. 
49 Ídem. 
50 David, René y Jauffret-Spinosi, Camille, Los grandes sistemas jurídicos contemporáneos, México, 
Universidad Nacional Autónoma de México, Centro Mexicano de Derecho Uniforme y Facultad Libre de 
Derecho de Monterrey, 2010. Disponible en: 
https://bibliotecavirtualceug.files.wordpress.com/2017/06/losgrandessistemasjuridicos-
contemporaneos.pdf, citado por Suprema Corte de Justicia de la Nación, Óp. Cit., p. 11.    
51 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Óp. Cit., p. 12. 
52 Rocío Wenk, Eliana, “El adultocentrismo en las decisiones judiciales cordobesas sobre asuntos que 
involucran a la niñez y adolescencia”, en Revista Argumentos¸ Núm. 10, 2020, pp. 115-132, p. 116, 
disponible para consulta en http://revistaargumentos.justiciacordoba.gob.ar/D   



 

c. Capacidad de producir;  
d. Una opinión respetable; y,  
e. Capacidad de ordenar la sociedad; entre otros. 

Mientras que, a la persona joven, la define como la negación de lo adulto, 
asociándola con la inmadurez, inexperiencia, incapacidad de producción, sin 
conocimiento suficiente, desordenada, etc.53 

Así, se configura una relación asimétrica de poder, en la cual, la persona adulta, 
se posiciona como el sujeto hegemónico y dominante, mientras que la persona 
niña y adolescente, es el sujeto dominado, porque son los primeros -adultos-, 
quienes establecen (implícita o explícitamente) las reglas y expresiones de su 
relación54. 

En tal contexto, vivir en una sociedad adulto-céntrica, implica que los valores, 
actitudes y conductas, estén inspirados en la superioridad de las personas 
adultas sobre las personas jóvenes, y ello, implica el desarrollo de prácticas y 
relaciones que proyectan y reproducen el mismo orden social, para mantener 
el control, por lo que las relaciones asimétricas de poder, no se modifican55. 

La Observación General no. 14 sobre el derecho del niño a que su interés 
superior sea una consideración primordial56 contempla que lo que a juicio de un 
adulto es el interés superior del niño, no puede primar sobre la obligación de 
respetar todos los derechos del niño enunciados en la Convención sobre los 
Derechos del Niño, y ninguno de ellos, debería verse perjudicado por una 
interpretación negativa57. 

La plena aplicación de dicho concepto -interés superior del niño-, exige adoptar 
un enfoque basado en los derechos, en el que colaboren todos los 

 
53 Ídem. 
54 Ibidem., p. 118 
55 Ibidem, p. 119. 
56 Comité de los Derechos del Niño, Observación General no. 14 sobre el derecho del niño a que su 
interés superior sea una consideración primordial, 2013, Óp. Cit. 
57 Ibidem, p. 3 



 

intervinientes, a fin de garantizar la integridad física, psicológica, moral y 
espiritual holísticas del niño y promover su dignidad humana58.  

El ejercicio participativo de niñas, niños y adolescentes puede construir un 
contrapeso efectivo del adultocentrismo59. 

En este marco, niñas, niños y adolescentes son considerados como miembros 
de la comunidad política, con un rol fundamental en el ejercicio y protección de 
sus derechos humanos; por lo que, la centralidad de la participación radica en 
que se posiciona a niñeces y adolescencias como agentes del cambio, alejando 
el manto proteccionista que usualmente cubre este ámbito60. 

2.7 Invisibilización de niñeces y adolescencias víctimas 

Otro enfoque sobre el tratamiento de niñas, niños y adolescentes es el 
denominado indiferenciado, cuya perspectiva invisibilizada está caracterizada 
por excluirlos de la vida adulta, al ser percibidos como seres ignorantes, 
incompetentes y perfectibles con el paso del tiempo61, cuya visión es 
eminentemente utilitaria, es decir, se les considera como objetos de 
apropiación que servirían para el sostenimiento de la economía doméstica62. 

En la vida cotidiana, se exige a niñas, niños y adolescentes que sus actitudes o 
formas de reaccionar se asimilen a las de la persona adulta, sin comprender que 
se encuentran en una etapa de desarrollo distinta que implica una visión 
diferenciada del mundo63. 

 
58 Ibidem, p. 4. 
59 Defensoría de la Niñez, Informe Anual 2022. Derechos humanos de niños, niñas y adolescentes en 
Chile, p. 143, disponible para consulta en: https://www.defensorianinez.cl/informe-anual-2022/wp-
content/uploads/2022/11/IA2022_02-adultocentrismo.pdf  
60 Ibidem., p. 144 
61 Morente Mejías, Felipe, Óp. Cit., citado por Suprema Corte de Justicia de la Nación Óp. Cit., p. 8.   
62 Cisternas Pacheco, Nicole y Zepeda Aguirre, Sandra, “Identificando concepciones de infancia: una 
mirada a los proyectos educativos institucionales”, Revista Electrónica Actualidades Investigativas en 
Educación, Costa Rica, Universidad de Costa Rica, vol. 11, núm. 2, agosto de 2011, p. 4. Disponible 
https://revistas.ucr.ac.cr/index.php/aie/article/view/10195/18053, citado por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, Óp Cit., p. 9. 
63 UNICEF y DIF, Guía práctica para la protección y restitución de derechos de niñas, niños y 
adolescentes. Procedimiento, México, 2016, p. 14, disponible para consulta en el siguiente enlace 
digital: https://www.unicef.org/mexico/media/1251/file/MX_GuiaProteccion.pdf, citado por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, Óp. Cit., p. 9.  



 

Esta falta de reconocimiento, se traslada al ámbito jurisdiccional, cuando en el 
desahogo de una audiencia en la que será escuchada una niña, niño o un 
adolescente sobre el divorcio de sus padres, la persona juzgadora espera que, 
después de una larga espera, en un lugar extraño, sin acompañamiento de 
personal especializado y sin explicación previa, reaccione como lo haría una 
persona adulta; que no se mueva de su lugar, que no llore, se frustre o se 
desespere y también, que entienda un lenguaje no adaptado a su etapa de 
desarrollo64. 

Históricamente, niñas, niños y adolescencias no han sido mirados como sujetos 
de derechos, sino como personas con falta de madurez e incapaces de 
participar en las decisiones, que deben ser guiados y tutelados por los adultos65. 

Esta invisibilización, provoca que las políticas se enfoquen en cubrir las 
necesidades que las personas adultas creen que tienen las niñeces y 
adolescencias66. 
  

 
64 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Óp. Cit., p. 10 
65 Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia, Guía para la instalación de los Consejos 
Consultivos de niñes y adolescencia en Panamá, 2018, p. 4, disponible en: 
https://www.senniaf.gob.pa/wp-content/uploads/2019/04/Gu%C3%ADa-para-la-instalaci%C3%B3n-
de-Consejos-Consultivos.pdf  
66 Ídem. 



 

Capítulo 3 
Marco Normativo regulatorio en el Mundo, México y Michoacán 

3.1 Convención de Derechos del Niño 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la Contradicción de Tesis 
293/2011, determinó que los Tratados Internacionales tienen rango 
constitucional, cuando contengan normas relativas a derechos humanos. Por lo 
anterior, al realizar la armonización de la constitución de nuestro país con los 
tratados internacionales y hacer así un complemento entre ambos, refrenda el 
compromiso del Estado Mexicano de cumplir nuestras obligaciones en materia 
de Derechos Humanos.  

En el anterior contexto, uno de los instrumentos de aplicación en nuestro país, 
es la Convención de los Derechos del Niño, en su artículo doce, establece como 
obligación de los Estados parte, garantizar a la niña o niño que esté en 
condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión 
libremente en todos los asuntos que lo afecten. 

3.2 Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes 

Esta Ley, publicada en el Diario oficial de la Federación el día cuatro de 
diciembre del 2014, tiene como objeto67:  

I. Reconocer a niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, 
con capacidad de goce de los mismos, de conformidad con los 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad; en los términos que establece el artículo 1o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;  

II. Garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección y promoción de los 
derechos humanos de niñas, niños y adolescentes conforme a lo 
establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano forma 
parte;  

 
67 Artículo 1. Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. 
 



 

III. Crear y regular la integración, organización y funcionamiento del 
Sistema Nacional de Protección Integral de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes, a efecto de que el Estado cumpla con su 
responsabilidad de garantizar la protección, prevención y restitución 
integrales de los derechos de niñas, niños y adolescentes que hayan 
sido vulnerados;  

IV. Establecer los principios rectores y criterios que orientarán la política 
nacional en materia de derechos de niñas, niños y adolescentes, así 
como las facultades, competencias, concurrencia y bases de 
coordinación entre la Federación, las entidades federativas, los 
municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México; y 
la actuación de los Poderes Legislativo y Judicial, y los organismos 
constitucionales autónomos, y  

V. Establecer las bases generales para la participación de los sectores 
privado y social en las acciones tendentes a garantizar la protección y 
el ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como a 
prevenir su vulneración.  

Este ordenamiento insta a las autoridades a garantizar los Derechos Humanos 
de las niñas, niños y adolescentes al promover la participación, tomar en cuenta 
la opinión y considerar los aspectos culturales, éticos, afectivos, educativos y 
de salud de niñas, niños y adolescentes, en todos aquellos asuntos de su 
incumbencia, de acuerdo a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y 
madurez68. 

3.3 Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de 
Michoacán de Ocampo 

Al igual que en el instrumento legislativo analizado en el punto anterior; esta 
Ley, en su fracción II, del artículo 3, señala que las autoridades estatales y 
municipales, en este caso, del Estado de Michoacán, deberán promover la 
participación, tomar en cuenta la opinión y considerar los aspectos culturales, 
éticos, psicológicos, afectivos, educativos y de salud de niñas, niños y 

 
68 Artículo 2. Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. Disponible en: 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDNNA.pdf  



 

adolescentes, en todos aquellos asuntos de su incumbencia, de acuerdo a su 
edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez69. 
  

 
69 Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Michoacán de Ocampo. 
Disponible en: http://congresomich.gob.mx/file/LEY-DE-LOS-DERECHOS-DE-NI%25C3%2591AS-
NI%25C3%2591OS-Y-ADOLESCENTES-REF.-25-ABRIL-DE-2017.pdf  



 

Capítulo 4 
Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias y Justicia Restaurativa 

en materia penal 

El modelo convencional de justicia penal que imperaba, se centraba en el sujeto 
que cometió la conducta delictiva, al imponerle una sanción que busque su 
readaptación a la sociedad y servir de ejemplo, para prevenir el delito; como 
consecuencia de lo anterior, la afectación era considerada hacía el Estado, al 
haber sido quebrantadas sus normas penales. 

Un nuevo modelo se fue generando al poner en primer término a las personas 
que sufrieron las afectaciones, afectando su esfera jurídica y realizadas por otra 
persona, por lo que ahora, independientemente de que sí se haya violentado 
un ordenamiento jurídico, la atención se centra en la reparación del daño. 

Esta transformación del sistema retributivo al restaurativo, propicia que las 
víctimas puedan acceder a una justicia más expedita, al tiempo que facilita la 
reparación del daño, al poner dentro de la comunidad en una posición de 
equilibrio, la responsabilidad del agresor y los derechos de la víctima. 

4.1 Objeto de los Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias 
en materia penal 

Los medios alternativos de solución de controversias, en materia penal, son 
procesos a través de los cuales las partes pueden resolver un conflicto sin 
necesidad de un juicio. Se busca una resolución en la que exista un consenso 
sobre la reparación integral del daño y la reinserción social de la parte 
infractora, con las características adicionales de una mayor celeridad y que 
impliquen menos erogaciones a las partes. 

Los principios, bases, requisitos y condiciones de estos procesos, los podemos 
encontrar en la Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de 
Controversias en Materia Penal. 

  



 

4.2 Principios de los mecanismos alternativos de resolución de 
controversias 

De acuerdo a lo establecido en la Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de 
Solución de Controversias en Materia Penal, son principios rectores de los 
Mecanismos Alternativos los siguientes70:  

I. Voluntariedad: La participación de los Intervinientes deberá ser por 
propia decisión, libre de toda coacción y no por obligación;  

II. Información: Deberá informarse a los Intervinientes, de manera clara y 
completa, sobre los Mecanismos Alternativos, sus consecuencias y 
alcances;  

III. Confidencialidad: La información tratada no deberá ser divulgada y no 
podrá ser utilizada en perjuicio de los Intervinientes dentro del proceso 
penal, salvo que se trate de un delito que se esté cometiendo o sea 
inminente su consumación y por el cual peligre la integridad física o la 
vida de una persona, en cuyo caso, el Facilitador lo comunicará al 
Ministerio Público para los efectos conducentes;  

IV. Flexibilidad y simplicidad: Los mecanismos alternativos carecerán de 
toda forma estricta, propiciarán un entorno que sea idóneo para la 
manifestación de las propuestas de los Intervinientes para resolver por 
consenso la controversia; para tal efecto, se evitará establecer 
formalismos innecesarios y se usará un lenguaje sencillo;  

V. Imparcialidad: Los Mecanismos Alternativos deberán ser conducidos 
con objetividad, evitando la emisión de juicios, opiniones, prejuicios, 
favoritismos, inclinaciones o preferencias que concedan u otorguen 
ventajas a alguno de los Intervinientes;  

VI. Equidad: Los Mecanismos Alternativos propiciarán condiciones de 
equilibrio entre los Intervinientes;  

VII. Honestidad: Los Intervinientes y el Facilitador deberán conducir su 
participación durante el mecanismo alternativo con apego a la verdad. 

  

 
70 Artículo 4 de la Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en Materia 
Penal. Ubicada en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LNMASCMP.pdf  



 

5. Modelos o escuelas de resolución de conflictos 

A. Modelo Harvard. 

Sus creadores fueron Roger Fisher y William Ury, como responsables del 
Proyecto de Negociación de la Universidad de Harvard. El método está 
expuesto en su obra “¡Sí ... de acuerdo! Cómo negociar sin ceder”71 

Utilizado en la escuela de la negociación, en el que se busca proteger los 
intereses propios, pero sin descuidar el entendimiento y la cooperación con la 
contraparte; al respecto, se desglosa la existencia de cuatro elementos 
fundamentales según la edición original de Getting To Yes: Negotiating 
Agreement Without Giving In de Fisher y Ury (Hernández Ramos, 2014):  

I. Personas, en el entendido de que las personas, son parte del conflicto 
como tal; es decir, se base en la construcción o reconstrucción de 
relaciones interpersonales. La prioridad en este aspecto es el problema, 
no propiamente las personas, pero es importante siempre tomar en 
cuenta los elementos que conforman su individualidad; la intención de 
ello, no es buscar culpables, por el contrario, es centrarse en el conflicto 
y la manera en la cual debe tratarse para darle una correcta solución;  

II. Intereses, que definen la realidad del problema, dejando de lado las 
posiciones o posturas de las partes; en este caso, el facilitador, deberá 
desentrañar los intereses propios y aquellos que son parte del común 
denominador entre ambos, o bien, entre las partes que estén 
involucradas en una situación;  

III. Opciones; de tal forma que la persona que actúa como facilitadora, debe 
buscar las opciones que, de manera creativa, permitan la búsqueda de 
diversas respuestas al problema que busca solucionarse, al tomar en 
cuenta la visión de las partes, desde un panorama de beneficio mutuo, 

 
71 FISHER, Roger y URY, William. “¡Sí de acuerdo! Cómo negociar sin ceder”. Edición 1991. Editorial Norma. 
Publicada en los Estados Unidos por Houghton Mifflin Company. Copyright ® 1981 por Rogar Fisher y William 
Ury. ISBN 958-04-0383-X   



 

así como evitar los prejuicios, cuya conclusión deriva en decisiones fáciles 
de ejecutar; y,  

IV. Criterios, basados en la objetividad del individuo tercero, en relación con 
las partes, de tal forma, que no afecte la concepción de la voluntad de 
cada una de ellas y alcanzar un beneficio mutuo bien identificado, con 
eficacia y consenso.  

Como parte de las sugerencias que conforman este modelo, se encuentra la 
forma de la comunicación, que debe ser lineal y bilateral, es decir, entre las 
partes que participan dentro del conflicto; a través de preguntas abiertas, y 
disminuyendo los interrogatorios cerrados en los que se limita la participación 
flexible de los involucrados.  

Para ello, será necesario que se potencialice el tratamiento del conflicto, pero 
siempre llevando de la mano a las personas para que no retrocedan en el 
tiempo; por el contrario, enfocarse en las cuestiones venideras, con la finalidad 
de que se lleve a cabo un proceso de transformación con ese enfoque, cuyos 
esfuerzos sean encaminados a establecer, o bien, restablecer el equilibrio entre 
las partes, eliminando de su comportamiento las emociones negativas y dando 
prioridad a los puntos en común de los mismos (Hernández Ramos, 2014). 

B. Modelo Transformativo 

A diferencia del modelo tradicional de Harvard; el modelo transformativo tiene 
su enfoque en la construcción de mejores relaciones entre las partes que están 
envueltas en un conflicto a través de su transformación como una nueva área 
de oportunidad de crecimiento personal para todos los involucrados, de tal 
manera que su finalidad se avoca a modificar la relación entre las partes, sin que 
sea el acuerdo, la meta fundamental de este proceso.  

La solución se construirá solamente cuando exista una verdadera 
transformación en el individuo para mejorar, es decir, que haya un enfoque 
distinto del uno respecto del otro, y de sí mismo, de esta manera, los dos 
elementos centrales de este modelo, es la revalorización de la autoestima y el 



 

recíproco reconocimiento de las responsabilidad o corresponsabilidades 
mutuas (Hernández Ramos, 2014).  

La revalorización se traduce en la adquisición de conciencia por las partes, lo 
que genera en ellas, la responsabilidad de sus acciones, y no solo las que le 
corresponde a cada uno, sino de las del otro de manera recíproca. Esta 
cualidad, es esencial para promover en la sociedad una nueva cultura de 
colaboración en el que se evite el incremento de las relaciones conflictivas y 
violencia (Hernández Ramos, 2014). 

Por su parte, el tema del reconocimiento de las responsabilidades o 
corresponsabilidades tiene que ver con la habilidad de las partes, e incluso del 
facilitador, de lograr que se allegue una conciencia respecto de los hechos que 
han originado el conflicto, y con ello, todos los elementos que orbitan a su 
alrededor, con la finalidad de que cada uno de los involucrados puedan asumir 
la parte que les corresponde de su intervención, y de cierta forma, lograr 
empatía para entender lo que el otro siente, piensa o pasa respecto de su 
individualidad, así como la manera en que todo este conjunto influye en la 
situación para incursionar en esta búsqueda de soluciones.  

En virtud de lo anterior, es posible establecer que el formato de modelo 
transformativo, se basa en la atención que debe el facilitador brindar durante el 
proceso para dar continuidad a las posibles contribuciones que las partes 
otorgan al mecanismo y cuidar con especial atención, los detalles que puedan 
ser de utilidad para la culminación de la situación que a su conocimiento se 
pone, aunado a ello, la estimulación de la comunicación e interacción de las 
ideas de cada una de las partes para obtener una solución consensuada entre 
los intervinientes y la promoción de las oportunidades para aprovechar el 
argumento vertido durante las sesiones (Hernández Ramos, 2014).  

Con ello, es posible establecer que el modelo transformativo, va encaminado a 
una reconstrucción del tejido social entre los involucrados, pero más que eso, 
sobre los individuos mismos para que una situación como la que los llevó al 
mecanismo, no suceda de nueva cuenta, en una percepción más responsable y 



 

progresiva, en cuanto a la forma en que tiene impacto sobre la sociedad en la 
que se desenvuelve. 

C. Modelo Circular-Narrativo 

El Modelo Circular Narrativo de Sara Cobb, es una de las más recientes 
construcciones de los sistemas de tratamiento de conflictos, cuya característica 
fundamental, se basa en el diálogo.  

Este modelo, plantea que el conflicto puede ser redefinido y reconceptualizado 
a través de la comprensión de que la comunicación es fundamental en su 
construcción, tanto en el contenido de lo que se dice, el cómo se dice y de qué 
manera la emisión del mensaje es percibida para el receptor del mismo, por 
tanto, establece la circularidad del diálogo, misma que debe ser utilizada por el 
facilitador para develar las diferencias entre los intervinientes y permitir su 
operatividad (Hernández Ramos, 2014). 

La fase preliminar, es en la que se da a conocer a los intervinientes, las 
características y elementos del proceso de resolución de conflictos, así como el 
alcance que se tiene del mismo. En caso de que las partes acepten a través de 
la voluntariedad su participación en el mismo, deberá firmarse el acuerdo 
respectivo.  

La fase de encuentro dialogado, sirve para informar a las partes, que el proceso 
de resolución de controversias funge como un vehículo para lograr la 
consecución de los fines del mismo, como lo es encontrar una forma de resolver 
las controversias que se han suscitado, así como sus alternativas y las reglas de 
participación.  

Por su parte, la fase de mediación, permite al facilitador trabajar con cada 
interviniente de manera individual, manejando el encuadre del problema, la 
fijación de objetivos, la determinación de las contribuciones necesarias para 
darle solución al mismo, el análisis de las soluciones planteadas y la 
sistematización de la circularidad cuya efectividad depende de la actitud, así 
como de la disposición de los intervinientes para entender que aquello que se 
pretende alcanzar, está íntimamente conectado con lo que la otra parte busca 



 

reconocimiento el protagonismo de cada uno de ello y el respeto que merece 
cada una de las posiciones expuestas.  

Por último, la fase de reflexión interna, se enfoca en la actividad que se lleve a 
cabo por los facilitadores y la comparación de las posturas que las partes tienen, 
así como sus notorias diferencias, con la intención de construir una historia 
alternativa, de tal manera que se alcance el acuerdo, en el que se narre la 
historia, y se construya como tal su contenido, contemplando la revisión que las 
mismas hacen de la historia alternativa, la discusión sobre las ventajas e 
inconvenientes de cada opción, reconduciendo las posiciones hacia una única 
posición común de consenso para llegar a la redacción del mismo. 

5.1 Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias 

Son procedimientos no jurisdiccionales cuyo objeto consiste en propiciar la 
avenencia entre las partes de manera voluntaria, pacífica y benéfica para 
ambas, a través de concesiones recíprocas, en una controversia o conflicto 
presente o futura 

a. La negociación; 
b. La mediación; 
c. La conciliación; 
d. Arbitraje; 
e. La justicia restaurativa; y, 
f. Soluciones amistosas. 

  



 

Capítulo 5 

Grupos de atención prioritaria 

La Ley de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Michoacán de 
Ocampo72, indica que son grupos en situación de vulnerabilidad aquellas 
personas que por sus condiciones sociales, económicas, culturales o 
psicológicas se encuentran en situación de riesgo que les impide incorporarse 
al desarrollo y acceder a mejores condiciones de bienestar, se integran de 
manera explicativa más no limitativa en: 

I. Niñas, niños y adolescentes;  
II. Personas con discapacidad;  
III. Migrantes; 
IV. Personas portadoras del Virus de Inmunodeficiencia Adquirida y otras 

enfermedades graves y socialmente discriminatorias; 
V. Personas con enfermedades mentales;  
VI. Personas Indígenas;  
VII. Personas con orientación sexual distinta a la heterosexual; y,  
VIII. Adultos mayores. 

Respecto a lo anterior, desde una perspectiva de derechos humanos, la 
conceptualización ha evolucionado considerando utilizar una terminología con 
un enfoque con menos estigma, concibiendo que la denominación “grupos de 
atención prioritaria” promueve el reconocimiento de priorizar la atención de sus 
necesidades específicas en razón a la situación de desigualdad estructural en la 
que se encuentran. 

5.1 Derecho a la no discriminación e igualdad de las niñas, niños y 
adolescentes 

El derecho a la no discriminación y a la igualdad de niñas, niños y adolescentes 
es un principio fundamental reconocido en instrumentos internacionales de 
derechos humanos, tales como la Convención Americana sobre Derechos 

 
72 https://cedhmichoacan.org/images/PDF/Normativa/LEY_CEDH.pdf  



 

Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”73 y la Convención sobre los 
Derechos del Niño74. 

En México la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, señala en 

su artículo 1° primero que, “todas las personas gozarán de los derechos 

humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los 
que el Estado Mexicano sea parte”, asimismo prohíbe cualquier forma de 
discriminación por origen étnico o nacional, género, edad, discapacidad, 
condición social, de salud, religión, opiniones, preferencias sexuales, estado civil 
o cualquier otra que atente contra la dignidad humana.  

Aunado a lo anterior, en su artículo 4° establece que el Estado debe garantizar 

el interés superior de la niñez, asegurando su protección y el pleno ejercicio de 
sus derechos, y reconoce que niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la 
satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano 
esparcimiento para su desarrollo integral.  

Por otro lado, como lo indica el artículo 29 constitucional, en caso de restricción 
de derechos, no se podrá suspender el derecho a la no discriminación ni los 
derechos de la niñez. 

La Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de 
Michoacán de Ocampo reconoce a niñas, niños y adolescentes como titulares 
de derechos, en su capítulo VII contiene disposiciones que protegen a niñas, 
niños y adolescentes contra cualquier forma de discriminación, en ese sentido, 
enfatiza la responsabilidad compartida entre el Estado, la familia y la sociedad 
para garantizar sus derechos, promoviendo un entorno libre de discriminación 
y asegurando su bienestar y desarrollo integral. 
  

 
73 
htps://cedhmichoacan.org/images/PDF/Norma�va/CONVENCIN_AMERICANA_SOBRE_DERECHOS_HUMANOS.
pdf  
Todo niño �ene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por parte de su 
familia, de la sociedad y del Estado. 
74 htps://cedhmichoacan.org/images/PDF/Norma�va/CONVENCION_SOBRE_LOS_DERECHOS_DEL_NIO.pdf  

https://cedhmichoacan.org/images/PDF/Normativa/CONVENCIN_AMERICANA_SOBRE_DERECHOS_HUMANOS.pdf
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5.2 Niñas, niños y adolescentes pertenecientes a la comunidad LGBTTTIQ+ 

La protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes (NNA) 
pertenecientes a la comunidad LGBTTTIQ+ es un tema fundamental en la 
construcción de sociedades inclusivas. 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) enfatiza respecto a 
la vulnerabilidad de niñas, niños y adolescentes Trans, no binarios y de género 
diverso, quienes enfrentan altos niveles de discriminación, acoso y violencia 
física, sexual y psicológica en distintos entornos, como las escuelas, el hogar y 
sus comunidades.  

La CIDH emitió un informe sobre Personas Trans y de Género Diverso y sus 
Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales (DESCA), en el que 
ha exhortado a los Estados a facilitar el reconocimiento legal de su identidad de 
género a niñas y niños. Además, manifestó a través del comunicado No. 61/1775 
que la hostilidad en los espacios educativos hacia la niñez y adolescencia Trans 
y de género diverso es un factor determinante en la deserción escolar y en el 
aumento de su exclusión social. 

Asimismo, la CIDH reafirma que, conforme a la Opinión Consultiva No. 24/17, los 
principios que garantizan el derecho a la identidad de género deben aplicarse 
plenamente en favor de niñas, niños y adolescentes.  Independientemente del 
sexo que le haya sido asignado al nacer, se debe permitir que las personas 
jóvenes Trans y de género diverso usen sus propios nombres y pronombres y 
se vistan de acuerdo con la identidad y expresión de género que ellas mismas 
definan. 

“Negar de plano a los/as niñas, niños y adolescentes un derecho —como 
éste— que se garantiza a adultos/as, consiste en un atentado a la 
igualdad y, por ende, a su contracara: la no discriminación. Además, y 
muy particularmente, sin el reconocimiento de la identidad de género se 
coartan todos los demás derechos en un contexto tan importante de 

 
75 CIDH, Comunicado de Prensa No. 61/17: “Aceptemos la diversidad y protejamos a niñas/os/es y adolescentes 
Trans y de género diverso”, 16 de mayo de 2017 
htps://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2017/061.asp  

https://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2017/061.asp


 

crecimiento y formación: la niñez y adolescencia (a nivel educativo, de 
salud, de educación, de contención familiar y social, de conformación de 
horizontes, perspectivas, personalidad, plan de vida, etc.)”76 

5.3 Niñas, niños y adolescentes pertenecientes pueblos indígenas, tribales 
o afromexicanos 

Para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes 
pertenecientes a pueblos indígenas, tribales o afromexicanos, es fundamental 
adoptar un enfoque interseccional e intercultural, para abordar las múltiples 
dimensiones de discriminación y vulnerabilidad que enfrentan.  

 
76 Iñaki Regueiro de Giacomi, El derecho a la identidad de género de niñas, niños y adolescentes 
https://www.corteidh.or.cr/tablas/r34470.pdf  



 

Capítulo 6 
Metodología para recopilar información en relación con la participación de las 

niñas, niños y adolescentes en los procesos penales 

6.1 Distribución de los distritos judiciales del Poder Judicial del Estado de 
Michoacán de Ocampo 

La Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Michoacán, en su artículo 35, 
establece la división de la entidad, en 23 distritos judiciales, para efectos de la 
impartición y administración de justicia en primera instancia; los cuales son: 

Tabla 4. Distritos Judiciales en el Estado de Michoacán de Ocampo 

Distrito Municipios que comprende 

I Apatzingán Aguililla, Apatzingán, Buenavista, Múgica, Parácuaro y 
Tepalcatepec. 

II Ario de 
Rosales Ario, Churumuco, La Huacana y Nuevo Urecho. 

III Arteaga Arteaga y Tumbiscatío. 
IV Coahuayana Aquila y Coahuayana. 
V Coalcomán Coalcomán de Vázquez Paliares y Chinicuila. 
VI Hidalgo Hidalgo e Irimbo. 
VII Huetamo Huetamo, San Lucas y Tiquicheo de Nicolás Romero. 

VIII Jiquilpan Chavinda, Jiquilpan, Marcos Castellanos, Pajacuarán, 
Venustiano Carranza y Villamar. 

IX La Piedad Churintzio, La Piedad, Numarán, Penjamillo, Tlazazalca 
y Zináparo. 

X Lázaro 
Cárdenas Lázaro Cárdenas. 

XI Los Reyes Cotija, Los Reyes, Peribán, Tingüindín y Tocumbo. 

XII Maravatío Áporo, Contepec, Epitacio Huerta, Maravatío, Senguio 
y Tlalpujahua. 

XIII Morelia 
Acuitzio, Copándaro, Cuitzeo, Charo, Chucándiro, 
Huandacareo, Huiramba, Lagunillas, Madero, Morelia, 
Santa Ana Maya, Tarímbaro y Tzitzio. 

XIV Pátzcuaro Erongarícuaro, Pátzcuaro, Quiroga, Salvador Escalante 
y Tzintzuntzan. 

XV Puruándiro Angamacutiro, Huaniqueo, José Sixto Verduzco, 
Morelos y Puruándiro. 

XVI Sahuayo Briseñas, Régules y Sahuayo. 
XVII Tacámbaro Carácuaro, Nocupétaro, Tacámbaro y Turicato. 
XVIII Tanhuato Tanhuato, Vista Hermosa y Yurécuaro. 



 

XIX Uruapan 
Charapan, Gabriel Zamora, Nahuatzen, Paracho, Nuevo 
Parangaricutiro, Tancítaro, Taretan, Tingambato, 
Uruapan y Ziracuaretiro. 

XX Zacapu Coeneo, Jiménez, Panindícuaro y Zacapu. 

XXI Zamora Cherán, Chilchota, Ecuandureo, Ixtlán, Jacona, 
Purépero, Tangamandapio, Tangancícuaro y Zamora. 

XXII Zinapécuaro Álvaro Obregón, Indaparapeo, Queréndaro y 
Zinapécuaro. 

XXIII Zitácuaro Angangueo, Juárez, Jungapeo, Ocampo, Susupuato, 
Tuxpan, Tuzantla y Zitácuaro. 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
Michoacán. 

Mientras que, según el artículo 37 de la Ley en comento, para el Sistema Penal 
Acusatorio y Oral, las regiones quedan comprendidas en 6 regiones:  

Tabla 5. Regiones del Sistema Penal Acusatorio y Oral en el Estado de 
Michoacán de Ocampo 

Fuente: Elaboración propia a partir de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 
Michoacán. 

Regiones Distritos  

I Apatzingán Apatzingán y Coalcomán.  

II Lázaro 
Cárdenas Arteaga, Coahuayana y Lázaro Cárdenas.  

III Morelia Morelia, Pátzcuaro y Zinapécuaro.  

IV Uruapan Ario, Tacámbaro y Uruapan.  

V Zamora Jiquilpan, La Piedad, Los Reyes, Puruándiro, Sahuayo, 
Tanhuato, Zacapu y Zamora. 

 

VI Zitácuaro Hidalgo, Huetamo, Maravatío y Zitácuaro.  



 

Mapa 1. Distribución de los distritos judiciales en el Estado de Michoacán de 
Ocampo 

6.2 Solicitud de información al Poder Judicial por la Comisión Estatal de los 
Derechos Humanos de Michoacán de Ocampo, sobre causas penales 
relacionadas con niñas, niños y adolescentes como víctimas u 
ofendidos 

La Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Michoacán de Ocampo, 
solicitó información al Poder Judicial del Estado, sobre las Causas Penales 
relacionadas con niñas, niños y adolescentes como víctimas u ofendidos. 

En respuesta a dicha petición, este organismo autónomo recibió información 
del periodo de 2018 al 2023 los órganos jurisdiccionales adscritos al Supremo 
Tribunal de Justicia en el Estado de Michoacán reportaron 551 asuntos, en los 
que figuran víctimas niñas, niños y adolescentes. 

De los cuales, se reportó que en 477 asuntos se han celebrado convenios 
reparatorios. 

Esta información corresponde a los Municipios de: 

1. Apatzingán; 

2. Coahuayana; 

3. La Piedad; 

4. Lázaro Cárdenas; 



 

5. Morelia, 

6. Paracho; 

7. Pátzcuaro; 

8. Pichátaro; 

9. Sahuayo; 

10. San Juan Nuevo Parangaricutiro; 

11. Tacámbaro; 

12. Tancítaro; 

13. Uruapan; 

14. Zamora; y, 

15. Zitácuaro. 

6.3 Procedimientos abreviados en materia de niñas, niños y adolescentes 

El artículo 20, apartado A, fracción VII, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos contempla el supuesto de que, una vez iniciado el proceso 
penal, siempre y cuando no exista oposición del inculpado, se podrá decretar 
su terminación anticipada en los supuesto y bajo las modalidades que 
determine la ley. 

En relación con ello, el numeral 185, del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, contempla al procedimiento abreviado como una forma de 
terminación anticipada del proceso. 

Para Germán Hermosilla Arriagada, el procedimiento abreviado es: 

“es una forma especial de tramitar y fallar, sumariamente, los hechos 
que han sido motivo de investigación, acusación fiscal y particular, 
dentro de la misma audiencia de preparación, en lugar de serlo a través 
del juicio oral, cuya brevísima tramitación le corresponde al Juez […], 
quien además deberá dictar la sentencia definitiva. La petición de su 
aplicación le compete únicamente al fiscal, nadie más puede hacerlo; 



 

pero si no se cuenta con la aprobación del acusado, no existe posibilidad 
de su utilización.”77 

De la información proporcionada por el Poder Judicial del Estado de Michoacán 
de Ocampo a la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de esta entidad, se 
obtuvo que se celebraron 117 procedimientos abreviados en donde las víctimas 
u ofendidos fueron niñas, niños y adolescentes. 

Lo anterior, representa el 21.23% del total de los asuntos relacionados con este 
sector de la población. 

Tipo de sanciones relacionadas con delitos que atentan en contra de la 
libertad e integridad sexual de niñas, niños y adolescentes (NNA) 

 
77 Hermosilla Arriagada, Germán, citado por Cortés Silva, Juana Rosa, “El procedimiento abreviado” en Revista 
Jus Semper Loquitur, del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Oaxaca, Escuela Judicial, edición 9-10. 
Enero-diciembre, México, 2013, disponible para su consulta en https://revistas-
colaboracion.juridicas.unam.mx/index.php/jus-semper-loquitur/issue/view/1956  
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De los 551 registros en materia de delitos en los que se involucran niñas, niños 
y adolescentes, 206 corresponden a delitos relacionados con la libertad e 
integridad sexual de este sector como víctima. 

Delitos como violación (consumada, equiparada y en grado de tentativa), abuso 
sexual, estupro, ataque a la intimidad, corrupción de menores y aborto sin 
consentimiento, son los tipos que fueron reportados a esta Comisión Estatal de 
los Derechos Humanos de Michoacán de Ocampo. 

En tal sentido, se reportaron también los tipos de sanciones que derivaron de 
estos delitos, que contemplan: 

I. Privación de la libertad (Prisión);  
II. Multa;  

III. Reparación del daño; y,  
IV. Suspensión de los derechos político-electorales. 

Sin embargo, es importante destacar que, en el caso de las multas, estas van 
de los $4,000 (Cuatro mil pesos 00/100 M.N.) a los $17,609.25 (Diecisiete mil 
seiscientos nueve pesos 25/100 M.N.), en los municipios de Tancítaro, Uruapan, 
Pichátaro, La Piedad y Coahuayana. 

Delitos 
relacionados con 

libertad e 
integridad sexual

37%

Otros delitos
63%

Tipos de delitos en casos de NNA como víctimas u ofendidos



 

Mientras que la reparación del daño alcanzó un monto de $43,000 (Cuarenta y 
tres mil pesos 00/100 M.N.), en La Piedad. 

6.4 Acuerdo Reparatorio celebrado en materia de niñas, niños y 
adolescentes (NNA) como víctimas u ofendidos en los procesos penales 

Con los datos remitidos a este organismo autónomo protector de derechos 
humanos, de los 551 asuntos reportados en el periodo del 2018 al 2023, en 
donde se establece que se celebró acuerdo, 70 concluyeron por acuerdo 
reparatorio. 

Estos casos incluyen delitos como incumplimiento de la obligación alimentaria, 
retención o sustracción de niñas, niños y adolescentes, amenazas, violencia 
familiar, lesiones, homicidio culposo, daño y lesiones en hechos de tránsito, 
daño en las cosas, robo y despojo. 

Sin embargo, en materia de delitos relacionados con la libertad e integridad, 
sexuales, se identificaron: 

  

70

481

Acuerdos Reparatorios en NNA

Acuerdo Reparatorio Sin Acuerdo Reparatorio



 

Tabla 6. Delitos reportados relacionados con libertad e integridad sexuales 

Tipo de Delito Región 
Acoso Sexual. 

Zamora 
Ataques a la intimidad y extorsión. 
Abuso Sexual. Zitácuaro 
Estupro. Lázaro Cárdenas 

Fuente: Elaboración propia. 

6.5 Casos con aplicación de perspectiva de niñeces y adolescencias (NNA) 

Respecto de casos con aplicación de perspectiva de niñeces y adolescencias 
(NNA) sólo los órganos jurisdiccionales de la región de Zitácuaro reportaron su 
aplicación en 50 de los casos que han conocido. 

6.6 Casos con aplicación de perspectiva de género 

De la información proporcionada por autoridades del Poder Judicial del Estado 
de Michoacán de Ocampo, se desprende que en 21 casos en donde se vieron 
involucradas niñas, niños o adolescentes, se aplicaron criterios de perspectiva 
de género. 

6.7 Procesos con medidas protectora al interés superior de niñas, niños y 
adolescentes 

En este sentido, se informó por parte de las autoridades judiciales, un total de 
102 registros de aplicación de medidas protectoras al interés superior de niñas, 
niños y adolescentes en los municipios de Uruapan, Zamora, Zitácuaro y La 
Piedad, sin que se haya especificado cuáles fueron estas medidas. 



 

Sólo en el caso de Uruapan, se especificó qué se aplicó una orden de restricción. 

6.8 Ajustes Razonables en casos de niñas, niños y adolescentes con 
discapacidad 

En este rubro, sólo se brindaron datos por parte del municipio de Zitácuaro, en 
un caso de homicidio calificado en donde se aplicaron ajustes razonables con 
motivo de la presencia de niñas, niños o adolescentes con discapacidad, sin 
especificar qué tipo de ajustes se aplicaron. 

6.9 Casos con niñas, niños o adolescentes con algún tipo de discapacidad 

El jefe de causa del Sistema de Justicia Penal Acusatorio y oral de la Región 
Zitácuaro refiere que tuvo un caso, de homicidio calificado, en donde la víctima 
fue una persona del sexo femenino, de 13 años con déficit intelectual (sic). 
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Conclusiones 

I. En los procesos jurisdiccionales en los que intervienen niñas, niños y 
adolescentes, es necesario que se tutele su interés superior para la 
salvaguarda de sus derechos humanos, a través del deber de cuidado, su 
derecho a ser oídos y emitir su opinión. 

II. De la información brindada a este organismo autónomo, no se desprende 
que en los procesos penales en los que intervienen niñas, niños o 
adolescentes como víctima u ofendidos, se haya consultado o pedido 
opinión a estos para la toma de decisiones relacionadas con su situación. 

III. Niñas, niños y adolescentes son excluidos en la toma de decisiones donde 
pueden resultar afectados sus derechos y no se les toma en cuenta para 
ello, por tratarse de procedimientos adultocentristas establecidos desde 
la propia norma. 

IV. Es fundamental que en los procesos en los que niñas, niños o 
adolescentes son víctimas u ofendidos, se cuente con un Consejo 
Consultivo para la toma de decisiones a través de las opiniones y consulta 
que se realice a niñeces y adolescencias. 

V. De la información brindada por autoridades del Poder Judicial del Estado 
de Michoacán, ante el número de procedimientos abreviados que se 
registraron, se concluye que es necesario fortalecer la actividad de los 
órganos jurisdiccionales respecto la protección de los derechos humanos 
de niñeces y adolescencias. 

VI. Se necesita reforzar la capacitación y profesionalización a los operadores 
jurídicos del Poder Judicial del Estado y de las autoridades coadyuvantes 
(asesores victímales, ministerios públicos, peritos, entre otros), para llevar 
a cabo sus funciones con perspectiva de niñeces y adolescencias, bajo la 
premisa de su interés superior. 
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Amparo en Revisión 386/2013; Amparo Directo en Revisión 266/2014, Amparo 
Directo en Revisión 648/2014, y Amparo Directo en Revisión 1072/2014.  
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